Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 15 minutos) 


De acuerdo con la reunión del día 15 de abril, debo expresar que quedó establecido que se tratarán los temas en general, en forma 
previa. Es decir que se decidió seguir con el estudio de los instrumentos en forma general. A esos efectos, se hizo una compulsa 
para que, de algún modo, quedara establecido en la versión taquigráfica y no hubiera más dudas ni vueltas atrás. 


SEÑOR ACUÑA.- Quiero dejar constancia de que hemos entregado a la Secretaría del equipo de trabajo un "diskette" que contiene 
los aportes que ha efectuado el instituto hasta este momento. 


SEÑOR SIENRA.- Acerca del tema de los instrumentos, habíamos estado intercambiando algunas ideas sobre el planteo que hace 
el proyecto de ley en relación con el Programa General de Ordenamiento Territorial. Personalmente, debo decir que fui muy crítico 
en cuanto a los contenidos de ese programa, porque entiendo que, en su mayor parte, el programa tiene que ver con información y 
la propuesta solamente se limita a lo que establece el numeral 3 del artículo 14: "documento de modelo territorial, delimitando las 
diferentes zonas, redes, polos y ejes de desarrollo territorial". 


Para redondear el tema y resaltar que lo que se lee coincide con la realidad, entiendo que es importante hacer notar que el numeral 
4 del artículo 4% dice que, efectivamente, es competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
proyectar y elevar al Poder Ejecutivo, para su aprobación, el Programa General de Ordenamiento Territorial. 


De manera que, personalmente, entiendo que los contenidos que debe tener este instrumento no pueden ser de ninguna manera 
los que están establecidos aquí, en este desarrollo. En el e-mail que envié -que algunos habrán recibido y otros quizás aún no lo 
hayan bajado- traté de exponer en forma paralela los artículos que se refieren a cada tema en el proyecto de ley que estamos 
trabajando y los de la propuesta alternativa, a fin de que se pudieran observar las propuestas que se incluyen en uno y en otro. 
Personalmente, no tengo dudas de que lo que estamos proponiendo es mucho más concreto y dirigido a lo que debe ser la 
actividad del gobierno nacional en la materia, incluyendo el nombre del planteo, aunque no hace al fondo del asunto. 


Quizás podamos intercambiar opiniones y cada uno expresar lo que piensa acerca de este instrumento, a fin de determinar en qué 
punto puede haber acuerdo o desacuerdo. 


SEÑOR SOUTO..- Simplemente, quisiera advertir que, quizás, los representantes del Ministerio introduzcan algunas modificaciones. 
Aprovecho la ocasión para avisar que el señor arquitecto Francisco Villegas -conocido por todos- se va a integrar a este grupo de 
estudio; no sé si lo hará a partir del día de hoy. 


SEÑOR CHABALGOITY.- De acuerdo con lo que habíamos hablado en la reunión anterior, intentamos elaborar un pequeño 
documento que no podremos entregar en el día de hoy porque le faltan algunas correcciones. De todos modos, quisiéramos 
referirnos a algunos de los puntos principales del mismo que refieren al tema de los instrumentos de la ordenación del territorio. 


Como manifestamos en oportunidades anteriores, la identificación y definición de los instrumentos de ordenación del territorio se 
debe elaborar en relación al marco conceptual que sustenta dicho proceso. Esto significa que lo que vayamos a exponer guardará 
una estrecha relación con el concepto de ordenación del territorio, sus objetivos y los alcances que hemos discutido hasta el 
momento. 


Desde el punto de vista conceptual, serían básicamente tres, los grandes instrumentos del proceso de ordenación del territorio: el 
marco normativo de ordenación, el proceso de planificación y la organización institucional de ordenación y de gestión del territorio. 
Ninguno de los instrumentos que componen esta tríada justifica su análisis en sí mismo, sino en relación a los otros. Ya hemos 
estado hablando un poco de estos instrumentos, porque cuando nos referimos a las competencias también involucramos a las 
instituciones que van a gestionar el proceso de ordenación. Este tema no quedó del todo resuelto en aquella oportunidad porque se 
plantearon distintas visiones. Nuestra opinión sigue siendo la misma y surge del ejercicio de identificar los cometidos o alcances de 
la ordenación del territorio y las instituciones que tienen competencia en el mismo -que denominábamos "matriz de competencia de 
ordenación del territorio"- lo que nos determinaba una complejidad de relaciones institucionales y competencias concurrentes. Esto 
muy difícilmente podría ser resuelto si no avanzamos en la identificación de algunos ámbitos institucionales donde se puedan 
expresar estos organismos con competencias diferenciales en la ordenación del territorio. Más concretamente, planteamos que la 
organización institucional o administrativa de la ordenación del territorio en definitiva iba a estar conformada por todo el sistema de 
organismos con responsabilidad en las funciones de investigación, planificación y gestión de los propios planes de ordenación del 
territorio. Este sería el marco de referencia. 


Por lo tanto, no se trataría de una estructura jerarquizada, sino de un sistema conformado por diferentes niveles de actuación 
administrativa que contribuyan directa o indirectamente a la concreción de este proceso de ordenación del territorio. 


Esto es lo relativo al marco general para avanzar en el tema de los instrumentos de planificación. 


Hemos estado revisando el proyecto del Poder Ejecutivo y los aportes que sobre el mismo se fueron generando en este ámbito y 
pensamos que un proyecto de ley de este tipo debería contener, básicamente, cuatro tipos de planes. Ellos son: el plan nacional de 
ordenación del territorio, los planes departamentales de ordenación del territorio y los planes interdepartamentales de ordenación. 
Dentro de ellos, nos parecía oportuno que la ley identificara a título expreso el plan de ordenación territorial del área metropolitana 
de Montevideo como un caso particular que, a nuestro juicio, debe estar muy bien señalado para que exista cierto compromiso u 
obligatoriedad en su formulación. Pero en definitiva, se trata de un plan interdepartamental. A estos tres planes o niveles de 
planificación, le agregamos uno que ya está consagrado legalmente y que abarca los planes de ordenamiento de las áreas 
naturales protegidas, según lo que establece la Ley de Creación del Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas. En estos 


momentos, como todos saben, el reglamento está en la etapa de elaboración en la órbita de una Comisión del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y en el de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Un punto que quizás sea discutible, ya que no hay una sola alternativa es que sería necesario que el texto de la ley se refiera al 
nivel de planificación correspondiente a los centros poblados. ¿Por qué los llamamos así? De alguna manera, lo que 
correspondería a los efectos de ordenación, serían los planes de ordenación urbanística concebidos como un caso particular de 
ordenación territorial, sobre los que ya existen marcos normativos anteriores. Me refiero a la Ley de Centros Poblados, a 
normativas municipales, etcétera. Esto no sucede con los planes de ordenación territorial cuando estos se realizan en una 
jurisdicción completa de un país, de un departamento o en un área interdepartamental. A ese nivel, no existen antecedentes. 


SEÑOR SIENRA.- Quizás en la próxima reunión traiga un texto de las normas por las que la Corona española prohibía a los 
abogados venir a América y formarlos aquí, porque decían que lo único que hacían era crear problemas. Siempre hay dos 
bibliotecas para todos los temas. 


De todos modos la realidad indica que una de las bibliotecas de más peso -dentro de la que se ubica, entre otros, el catedrático de 
Derecho Administrativo, doctor Daniel Hugo Martins, además de otras personalidades de ese nivel- sostiene que la administración 
de la totalidad del territorio departamental es competencia de las Administraciones Departamentales. Eso, además, está 
corroborado por lo que hacen algunas Intendencias como, por ejemplo, la de Montevideo, que ha incluido el área rural o la de 
Maldonado, que ha hecho una zonificación general de todo el departamento y exige permiso de construcción para todas las 
construcciones en determinadas áreas rurales. Cabe agregar que nadie se ha opuesto a ese mecanismo. 


Entonces, si bien existe una teoría que los departamentos sólo pueden manejar las áreas urbanas, en lo que me es personal, no la 
comparto y no soy el único. 


Por otro lado, la ley de creación del propio Ministerio lo habilita a trabajar en las áreas nacionales y en todo lo que tiene que ver con 
éstas, porque así lo establece la ley. 


No viene al caso discutir esto, ni lo vamos a resolver en este ámbito, pero quiero decir que en mi opinión lo importante no es hacer 
hincapié en si existe o no, sino en los instrumentos que se requieren para perfeccionar la actuación y las obligaciones que tienen 
que tener, porque si lo pueden hacer y no lo hacen, quizás haya que obligarlos a que lo hagan. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Creo que fue muy oportuna la intervención del arquitecto y, más aún, porque me hizo entender que debo 
aclarar un poco más mi planteo. Concuerdo totalmente en que es una vieja discusión y en que existen esas dos bibliotecas. De 
hecho, a nivel del propio Ministerio, en varias oportunidades hemos presenciado como de un lado estaba el doctor Gorosito y, del 
otro, el doctor Leis, reflejando así dos bibliotecas en lo que tiene que ver con la competencia o no municipal sobre las áreas rurales. 
Quizás debería haber planteado con más claridad que existen muchos menos antecedentes de ejecución de esas funciones. El 
arquitecto se refería al caso de Montevideo y al del departamento de Maldonado, y lo mismo pasa en Colonia sin que aún haya sido 
aprobado el Plan de Ordenamiento de ese departamento. Quiero decir que, por supuesto, todos estos antecedentes los hemos 
tenido en cuenta. 


No viene al caso hablar de esto ahora, pero en el caso de Montevideo es una ley nacional que atribuye esa competencia a este 
departamento para exigir permiso de construcción en toda la extensión departamental, me refiero, a la conocida Ley de 
Condominios, aunque fue creada para otros fines. Quizás podemos compartir con el arquitecto que, efectivamente, hay muchos 
menos antecedentes y ejercicio de esa función. 


Por ese motivo, al no modificarse ni derogarse ningún tipo de norma anterior mediante este proyecto de ley, de alguna manera, los 
planes de ordenación urbanística referidos a los centros urbanos tiene referentes normativos sobre los cuales hay ejercicio. En ese 
sentido, nos parecía muy importante que nos centráramos en la elaboración de los planes de ordenación del territorio de manera 
integral de modo de evitar que se traspusiera linealmente lo que son instrumentos, costumbres, maneras de actuar a nivel 
urbanístico, al campo de todo el territorio. 


En resumen, siempre manejándonos en este campo de discusión general teórico y sin referirnos a ningún articulado, entendemos 
que estos tres niveles de planificación, es decir, nacional, departamental e interdepartamental, deberían ser los niveles de 
planificación de ordenamiento del territorio, a los que debería agregarse lo que ya está estatuido en el sistema nacional de áreas 
protegidas. 


Ahora bien, dando un paso adelante, nos estuvimos interrogando acerca de cuál sería el contenido más general de estos planes. 
Los mismos apuntarían al concepto de ordenación del territorio que estuvimos manejando y a los alcances o cometidos en esta 
materia. Llegado a este punto, vuelvo a lo que recién intercambiábamos con el arquitecto Sienra en el sentido de que no hay 
muchos antecedentes ejecutados de donde podamos sacar cuáles son los grandes contenidos de estos planes. Sin embargo, con 
fines de aportar elementos a la discusión y al trabajo de este grupo, debo decir que anotábamos algunos contenidos que nosotros 
entendíamos que deberían ser incorporados en estos planes. Básicamente, el punto uno, sería el señalamiento o la definición de 
los usos principales y prioritarios para las distintas áreas geográficas del territorio, ya sean nacionales o departamentales. 


SEÑOR SIENRA.- ¿Se refiere a todos o al plan nacional? 


SEÑOR CHABALGOITY.- Estoy hablando de los planes de ordenación. Como estos planes involucran jurisdicciones político 
administrativas donde se trasciende lo urbano y lo que estamos tratando de ubicar es toda la jurisdicción territorial, ya sea del 
departamento, del país o del acuerdo que lleven adelante uno o más departamentos, estamos hablando en términos generales; 
después en cada lugar habrá que especificar. Si se trata del nivel nacional habrá que incluir los espacios marinos, tal como ya lo 
habíamos hablado en esta Comisión. De lo que se trata, entonces, es del señalamiento de los usos principales y prioritarios de 
acuerdo a las potencialidades y restricciones que se deriven del contexto socio económico y, fundamentalmente, a las 
potencialidades que nos impongan las condiciones ecosistémicas de las distintas áreas geográficas. De manera que aquí hay un 
punto importante y es que esta definición de uso nos va a demandar parte de la información a la que se refería el doctor Souto, 
independientemente de que se incorpore o no en este proyecto. Dicho de otro modo, se trata de especificar cuál es la oferta 
ambiental de recursos que tiene el país, que va a aprovechar en función de sus definiciones socio económicas. 


El punto dos, que no implica prioridad ni mucho menos -simplemente lo estoy señalando- refiere a la localización de las principales 
actividades industriales, agropecuarias, administrativas y de servicios. Con esto pretendemos señalar hacia dónde se apunta con 
estas actividades, por ejemplo, si la zona de suelos profundos será prioritariamente protegida como actividad agrícola o lo que 
fuere. 


Como punto tres señalamos que también se deberían incluir en estos planes los lineamientos generales para los procesos de 
urbanización y de conformación o de estructuración de los sistemas de ciudades, o sea, si es a nivel nacional, el sistema nacional 
de ciudades, y si es a nivel departamental, se tendrá en cuenta el rol o el peso de cada una de las ciudades. 


Otro aspecto que los planes deberían considerar son el señalamiento de los espacios sujetos a un régimen especial de 
conservación de especies y mejoramiento del ambiente y de las medidas a adoptar para lograr tales objetivos. De alguna manera 
esto es lo que nos plantea también el propio sistema nacional de áreas naturales protegidas. No obstante, los planes deberían 
poner esto en evidencia, es decir, si hay una declaratoria de un área protegida, ya sea a nivel nacional o departamental, deberían 
estar incluidos también en los planes. Un ejemplo de esto podría ser el Puerto de Montevideo que indicó la necesidad de crear 
algunas áreas bajo el régimen patrimonial de paisaje natural protegido. 


Otro punto que deberían contemplar estos planes es el señalamiento de aquellas áreas donde se establecerán limitaciones 
derivadas de la exigencia de seguridad y defensa, en particular, el caso de áreas fronterizas u otras áreas, por ejemplo, 
aeropuertos, puertos, etcétera, donde sea necesario armonizar los usos. 


El plan debe identificar este tipo de áreas, pero no define qué es un área de seguridad; simplemente, debe señalarlas para 
armonizar los usos que sean necesarios. 


Otro aspecto que los planes deberían establecer son las políticas generales para la administración de los recursos naturales y la 
identificación de la modalidad de aprovechamiento y uso de los mismos. O sea, debe plantear cuáles son los criterios generales, 
los criterios de política. Asimismo, estos planes deben contener el señalamiento y localización de las grandes obras de 
infraestructura, relativas a comunicaciones terrestres, aéreas y marítimas; el aprovechamiento de los recursos hidráulicos, obras de 
saneamiento, de disposición de residuos sólidos -¡vaya si esto es de actualidad!- y otros temas análogos. Los planes también 
deberían señalar los lineamientos generales de corredores viales y de transporte, la armonización de los usos de los desarrollos 
rurales y turísticos, políticas de incentivo que contribuyan a la concreción de los planes de ordenación. Esto está mencionado 
simplemente a modo enunciativo. En lo que hicimos hincapié fue en que si estos eran los alcances o cometidos de ordenación, los 
planes deberían referirse a ellos. 


Los contenidos generales que acabamos de indicar son válidos, a nuestro juicio, con las adecuaciones que corresponda, para las 
tres escalas de ordenación que se han propuesto: la nacional, la departamental y la interdepertamental. De alguna forma, esto 
nuevamente nos plantea el hecho de que la elaboración de estos planes requiere de fuertes instancias de encuentro, de acuerdo, 
de concertación y de coordinación entre la multiplicidad de organismos que tienen competencia en las distintas temáticas que 
hemos estado planteando. Aclaro que estas competencias no las asigna esta ley, porque ya las tienen; obviamente, no está en 
discusión quitárselas para dárselas a otros, sino que se trata de ver cómo se puede ejercer esa complejidad, donde el plan aparece 
como un instrumento sustantivo para dar coherencia e integrar al conjunto de políticas y planes sectoriales que lo complementan y 
lo desarrollan. 


Termino diciendo que lo que nos interesó fue, tomando un marco conceptual que está planteado sobre los cuatro instrumentos que 
mencionábamos, o sea, el marco normativo, el proceso de planificación, la organización institucional o administrativa y el sistema 
de áreas protegidas, avanzar en todos los niveles de planificación que identificamos y hacer un primer señalamiento o enunciado 
de posibles contenidos, insisto, en concordancia con el alcance que habíamos definido. Solamente así se pueden entender los 
contenidos que estamos planteando. 


Un capítulo siguiente que deberíamos seguir desarrollando es el que tiene que ver con la parte de gestión. Cuando nos referíamos 
al marco normativo decíamos que el conjunto de las normas jurídicas que hagan al proceso de ordenación del territorio -en el que 
esta ley será la central, pero no la única- deberán fijar con claridad las competencias, las formas de elaboración, aprobación, 
ejecución y seguimiento de los planes y acciones, los tipos de consulta y de participación social permanente y todos los demás 
aspectos que tengan que ver en todo este proceso. En ese contexto, queremos dar una idea del tipo de planes y de los contenidos 
a que nos referimos. De esta manera, por lo menos, estamos dando una respuesta, aunque no precisa, a lo que planteaba el 
arquitecto Sienra en su primera exposición, en cuanto a qué opinión teníamos sobre este tema. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que hay muchas coincidencias en lo que hemos estado hablando; que lo que en este momento estamos 
tratando de ver y que debe estar contenido en la ley, es cómo el Uruguay va a hacer los planes de ordenamiento territorial, es decir 
cuál va a ser el sistema de creación de los mismos. En su momento, volveremos a hablar sobre quién debe hacer cada cosa, 
porque las competencias son sumamente importantes. 


En términos generales, este planteo tiene más similitudes o acercamientos al que he hecho por escrito en la propuesta alternativa, 
que con respecto al de la DINOT . Digo esto porque, en primer lugar, hay un instrumento nacional que es el Plan Nacional de 
Ordenamiento Territorial, que yo lo he llamado Plan Nacional Estructural de Ordenamiento Territorial, porque entiendo que a nivel 
nacional el tema debe definirse a nivel de grandes lineamientos estructurales del territorio. Luego, están los planes 
departamentales, los interdepartamentales, para áreas protegidas y urbanísticos o de centros urbanos. Al respecto, hemos 
desarrollado los contenidos sólo a nivel macro pero, de todos modos, quisiera hacer notar dos elementos. Cada área protegida 
debe tener un plan director de manejo y una de sus caras es, precisamente, el ordenamiento territorial de dicha área, que puede 
decir: "No se puede entrar", "No se puede tocar", e incluso puede llegar a niveles bastante importantes de intervención y de uso 
humano. Desde mi punto de vista, los planes de las áreas protegidas y sus planes de ordenamiento, que están dentro del plan 
marco de gestión, son datos para el ordenamiento territorial que debe hacer el Estado, el Gobierno Nacional, concretamente, y los 
Gobiernos Departamentales. No tengo duda de que hay que hacer incorporaciones, pero no es en este sistema de planificación en 
el que vamos a hacer o a modificar los planes de ordenamiento territorial de las áreas naturales protegidas. Como dice la ley, cada 
área protegida debe contar con sus planes que, por supuesto, si están bien hechos, estará previsto quién los prepare, el que mirará 
dónde está, etcétera. Lo que esta ley les está exigiendo es que coordinen con los responsables de hacer los planes nacionales y 
departamentales. 


De modo que más que un plan que se va a hacer, es un dato, y quienes lo vayan a ejecutar estarán también obligados a coordinar, 
como lo establecerá esta ley. 


Al respecto tengo una pequeña diferencia -no sé si es tal porque no la hemos discutido- porque creo que a nivel departamental sí 
hay dos tipos de planes diferentes, uno tiene que ver con el ordenamiento territorial y sus escalas y el otro con los planes 
urbanísticos, que he definido como los que determinan las formas, las geometrías, el paisaje urbano, etcétera. Llegado el caso, 
podríamos analizar los detalles de dichos temas, y no tengo dudas de que sería provechoso e importante hacerlo. 


Sin embargo, parecería que este esquema es muy diferente que el que plantea la DINOT, que a nivel departamental establece 
planes departamentales para el ordenamiento territorial, después planes de uso, planes directores y planes especiales. Creo que 
esto no tiene nada que ver y que el nombre del plan tiene que ir en función del contenido. 


Quizás en esta etapa de definición de los contenidos de algunos instrumentos, es muy claro que lo primero que tenemos que ver 
son los planes, porque son la base de cualquier gestión territorial. Entonces, si todos estamos de acuerdo en que estos son los 
tipos de planes adecuados, pienso que habría que avanzar en los contenidos de los distintos niveles, a los efectos de hacer una 
comparación y recoger sugerencias para llegar a una definición. 


SEÑOR SOUTO..- Quisiera saber si cuando se habla del plan de la DINOT se está haciendo referencia al proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR SIENRA.- Efectivamente. 
SEÑOR SOUTO..- Gracias. La pregunta era porque no sabía si se estaba hablando de lo mismo. 


SEÑOR GILMET.- Para mejorar la comprensión de la propuesta que está elaborando el Instituto -creo que hay un borrador al 
respecto- y que acaba de trasmitirnos el arquitecto Chabalgoity, quisiera hacer dos preguntas. 


La primera de ellas se refiere a si en un proyecto alternativo desaparecería -porque se habló de cuatro tipos de planes de 
ordenación- una mención explícita a los que se han llamado planes de ordenación urbanística. 


La segunda interrogante tiene que ver con que, comparando lo que se ha expuesto precedentemente con la propuesta del Mensaje 
del Poder Ejecutivo, vemos que en esta última claramente se establecen figuras de planificación que desarrollan los planes 
departamentales en ámbitos menores o más restringidos y en el esbozo que se ha hecho, aparentemente, ello no tendría una 
expresión en la ley. 


Entones, quisiera saber cuál es el fundamento porque, buscando denominadores comunes, entiendo que los ámbitos estarían 
referidos a lo regional y lo departamental -y en eso estamos de acuerdo; además, creo que ese era el orden que se había sugerido- 
y luego figura el de planeamiento, que se refiere a ámbitos menores. En el Mensaje del Poder Ejecutivo estos ámbitos son los 
urbanos, donde se distinguen los referidos a poblaciones mayores de 10.000 habitantes -que se llaman planes directores- a 
poblaciones inferiores a 10.000 habitantes -llamados planes de uso del suelo- y los planes especiales, que se refieren, 
fundamentalmente, al suelo rural. No pretendo ejercer una defensa de esta propuesta; simplemente quisiera escuchar su 
fundamento. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Creo que las preguntas que se formulan son bien atendibles y es importante que, hasta donde podamos, 
dejemos bien claros esos aspectos. 


Lo primero que quiero señalar es que lo que estamos entregando no son proyectos alternativos, sino que son el resultado del 
ejercicio que nos propusimos, y que propusimos al colectivo de este grupo, llevar a cabo como metodología de trabajo. 
Evidentemente, el arquitecto Gilmet está muy acertado, ya que son muy pertinentes las preguntas que formula. 


Habíamos planteado una primera puntualización en el sentido de que nos parecía que, dada la complejidad de esta temática, la 
enorme cantidad de instituciones vinculadas con la concreción de los procesos de ordenación territorial, tanto a nivel nacional como 
departamental, y además, la escasa experiencia que hay en el país sobre este tipo de procesos de coordinación, existiría la 
necesidad de que el proyecto de ley fuera lo más simple posible y de fácil comprensión, pero esto no quiere decir que los otros que 
se han presentado no lo sean, tanto el del Poder Ejecutivo como el del arquitecto Sienra. Por lo tanto, debe ser muy indicativo, muy 
general, muy al estilo de una norma marco, tratando de no definir muchos conceptos en detalle porque ello impondría un cierto 
nivel de rigidez y quitaría flexibilidad para las necesarias adecuaciones que se tendrían que ir haciendo como resultado de la 
práctica a nivel departamental y nacional. 


Es en ese sentido que se sustenta el intentar identificar los niveles mínimos que deberían aparecer en la ley para poder garantizar 
que el país vaya avanzando en esta senda de planificación de su territorio. 


Por otra parte, como marco del pensamiento que estuvimos desarrollando y vinculado con algo que dijo hace un instante el 
arquitecto Sienra, el país en algún momento necesitaría entender que está empezando a construir un sistema nacional de 
ordenación del territorio, que no es un invento nuestro, dado que es una propuesta muy desarrollada por la propia DINOT en lo que 
son las directrices nacionales de ordenación del territorio. Nosotros señalamos esto cuando discutíamos sobre el tema de la 
competencia y la creación de ámbitos para promover un sistema nacional de ordenación del territorio. Pero ello todavía no está 
planteado en este ámbito como una idea firme que se pueda llegar a desarrollar. 


En ese contexto, en cuanto al plan de ordenación urbanística -esto lo estuve leyendo para no equivocarme en la apreciación- 
decíamos que adicionalmente en el texto de la ley se indicará el nivel de planificación correspondiente a los centros poblados a 
través de los planes de ordenación urbanística. O sea, dice que adicionalmente se indicará. 


No tenemos claro cómo, pero dado que de esto ya hay referencias normativas en el Derecho Positivo vigente en nuestro país, no 
queríamos que después se hiciera la trasposición lineal de lo que es el quehacer de la ordenación urbanística con el quehacer de la 
ordenación del territorio en otros ámbitos. Es decir que, como acá se definen primario, secundario y terciario como planificación, se 
haga también lo mismo a nivel del departamento. Eso es algo que no tenemos claro. 


Tampoco queremos quedarnos muy atados de modo que no tengamos flexibilidad en el desarrollo y en la ejecución de estos 
planes. No se trata de que desaparezcan los planes de ordenación urbanística, sino que deberían ser señalados, pero habría que 
ver cómo. En cuanto a la obligatoriedad, no cabe ninguna duda; por otra parte, de alguna manera eso ya está y lo podríamos referir 
a la normativa vigente. 


En fin, este es un punto que habría que desarrollar un poco más. 


La segunda pregunta refería a si en los ámbitos departamentales se desarrollaban algunas figuras de un orden menor al Plan 
Departamental de Ordenación. Por las razones expuestas al comienzo, pensamos que poder contar con planes de ordenación es 
un paso muy importante e, inclusive, que debería ser un objetivo muy fuerte a cumplir por los distintos Gobiernos Departamentales. 
No señalamos otros niveles menores porque nos parece que las realidades departamentales son distintas -me refiero a la de la 
región metropolitana, la del Sur y la del Norte- y, por lo tanto, sería avanzar demasiado definir las escalas menores de ordenación a 
ese nivel. Pensamos que con eso damos un marco y nada quita que después, vía reglamentación o mediante otros instrumentos, 
se puedan ir desarrollando. 


No sé si se entiende cuál es el fin: ir avanzando en las cosas que se puedan desarrollar, estableciendo una definición suficiente 
para que se lleven adelante los niveles que pretendemos, como el Plan Nacional, el Plan Departamental, el Plan del Area 
Metropolitana y los de Desarrollo Urbano o de Organización Urbanística, pero dejando margen como para ir creando y aprendiendo 
de este proceso. 


No sé si esto responde a las preguntas planteas por el arquitecto Gilmet, pero ese es, aproximadamente, el marco, sin que el tema 
esté cerrado, ni mucho menos. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que la propuesta del Poder Ejecutivo, que habla de planes directores, planes de uso de suelo y planes 
especiales, en realidad, le está cambiando el nombre a la misma cosa. Digamos, en fin, que estas cosas tienen el mismo contenido 
y, si es así, no tiene el menor sentido que lleven diferente nombre. Pienso que las cosas que tienen el mismo contenido, deben 
llamarse igual. 


El punto es que, cuando pasemos a discutir los contenidos de los planes quizá advirtamos que pueden existir distintos planes. Por 
ejemplo, yo he identificado, en forma diferente, lo que es un Plan de Ordenamiento Territorial de lo que es un Plan Urbanístico, que 
para su instrumentación o para ser llevado adelante requiere del primero. Tal vez eso no sea útil porque, al fin y al cabo, hay que 
buscar instrumentos efectivos y posibles para el momento actual del país. Creo que esa propuesta sí es efectiva y posible, pero eso 
es un asunto que luego discutiremos. 


Insisto en que no tiene el menor sentido nombrar en forma distinta cosas que tienen el mismo contenido. Por eso, cuando se habla 
de Plan Director, de Plan de Uso del Suelo y de Plan Especial, a lo sumo, lo que puede existir es un cambio de escala en temas 
que tienen el mismo contenido. Todo lo referido a la escala es muy importante. Los planes de ordenamiento territorial tendrán 
distintas escalas, inclusive a nivel departamental -puede ser de todo el departamento, de una parte de él, de un centro urbano que 
lo justifique- y también los planes urbanísticos. Se podrá llegar a las simples formas de la construcción hasta los detalles de un 
centro de barrio, de un centro recreativo, o lo que sea. 


Por estas razones es que creo más productivo avanzar por esa línea y cuando veamos los contenidos de los planes, será el 
momento de ponerles nombres, pero sí recalco que hay diferentes escalas. 


También estoy de acuerdo con que la ley debe ser lo más marco posible y no entrar en detalles con respecto a que deben tener 
determinadas cosas porque, de repente, en algunos lugares son muy importantes, pero en otros totalmente superfluas. 


SEÑOR SOUTO.- Comparto lo que se viene señalando en cuanto a cuál debe ser el contenido del desarrollo que se tiene que 
hacer sobre la ordenación del territorio. 


Me parece que no es necesario reiterar que no estamos en la defensa de este documento; esa no es la idea por la que fuimos 
enviados por el Poder Ejecutivo, sino para que salga la mejor ley posible. A mi juicio, esta ley, a pesar de algunos detalles en los 
que se entra en profundidad, es bastante marco. 


En cuanto a los planes, a la estructura que tiene el proyecto de ley -que debe ser modificada, porque merece muchas correcciones, 
en primer lugar, en cuanto a su nombre- y a los contenidos a incorporar, he hecho una pequeña reseña a modo de resumen. En ella 
hablo de señalamiento de usos específicos, de localización de las principales actividades productivas, de lineamientos generales de 
los procesos de urbanización, de señalamiento de los espacios que deben ser especialmente protegidos y de las medidas en las 
áreas naturales, en los paisajes, del señalamiento, específicamente, de las áreas de seguridad y defensa o de las grandes obras de 
infraestructura. Pienso que todos estos elementos están contenidos ya en la ley. 


Comparto un poco lo que dice el arquitecto Sienra en cuanto al Plan de Uso de Suelos y planes directores, pero ahí hay una 
diferencia sustancial entre más de diez mil habitantes y menos. Por la forma de ser de las ciudades en el Uruguay, todas son de 
menos, salvo la segunda ciudad como sucede con Maldonado y San Carlos Aiguá no sé si llega a tres mil o cinco mil habitantes. En 
casi todos los casos, tenemos la ciudad principal y la segunda, que habitualmente no es grande. Es probable que no sea así en 
Melo y Río Branco, en Treinta y Tres y Vergara, y en Minas y Varela, pero después las demás no pasan de tres mil. Por otra parte, 
cuando son más grandes tienen una infraestructura distinta. Creo que la diferenciación estaba ahí y por eso se pensó en el nombre, 
que si bien no hace a la cosa, merece un tratamiento distinto cuando los equipos técnicos van a trabajar en el plan. A esta hora es 
cuando merecen una valoración distinta de todo su desarrollo e impacto. 


Hoy hablábamos de lo que en el proyecto de ley se llama Programa General de Ordenamiento Territorial. Estoy de acuerdo con que 
hay muchas cosas que sólo son antecedentes y, como se ha dicho, si están en la biblioteca, no hay razón para que las 
consideremos nuevamente. Pero también hay otros elementos que no son sólo antecedentes. 


El arquitecto Sienra marcaba correctamente que el único documento fundamental parecería ser el punto lI!), del artículo 14, donde 
se dice: "Documento de modelo territorial, delimitando las diferentes zonas, redes, polos, y ejes de desarrollo territorial.” Ahora bien; 
el documento ll), de estrategias de desarrollo y ordenamiento territorial, que refiere a políticas departamentales de desarrollo, no 


habla de ellas precisamente. Creo que están mal mencionadas y que existe un problema de terminología. Es más; no habla de la 
política en ejercicio, sino de la del plan, que creo debe estar contenida. No se trata del resumen de lo que ya existe. Por ejemplo, si 
vamos a una analogía básica, en el artículo 19 -que, diríamos, es una copia del artículo 14- se habla del Plan Departamental y, 
concretamente, en su punto ll) f., se señala: "Las obras, infraestructuras, equipamientos públicos o privados de significación y 
servicios proyectados, incluyendo su justificación y cronograma de ejecución." Si fuera lo que ya existe, debemos decir que ya 
están incluidos. Insisto en que se trata de lo que se piensa desarrollar, pero no de lo que ya existe, es decir lo que, quien vaya a 
programar la política en el Programa Nacional -sin duda, no corresponde el nombre por todo lo que se ha dicho al respecto- debe 
incluir. Creo que eso debería contener el plan; al menos me parece que surge de los elementos. La ley también tiene previstos - 
aunque, probablemente, eso merezca un tratamiento más determinado- los planes interdepartamentales, si bien los menciona con 
otro nombre, es decir, planes regionales, y las áreas protegidas. Tal vez sea necesario ajustar la redacción de los elementos. Creo 
que lo que deben contener figura en la ley, aunque no claramente redactado, como ya se indicó. Hemos visto que existen varios 
errores de redacción, pero fundamentalmente de denominación. Probablemente ha faltado ciencia específica, sobre todo en las 
definiciones modernas, de lo que es la ordenación del territorio. Digo esto, porque mientras estudié Derecho, el ordenamiento 
territorial correspondía hasta cuando se hizo la ley, pero después evolucionó afortunadamente. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Coincido con lo que se señala. 


A fin de que sigamos intercambiando ideas, me gustaría hacer una mínima aclaración como para precisar nuestro marco de 
pensamiento. 


Para nosotros es sustantivo el tema del plan de ordenación departamental, porque cada departamento es una realidad distinta. 
Creo que es en el marco de la elaboración de ese plan de ordenamiento, donde van a quedar identificados con mucha nitidez los 
desarrollos posteriores que haya que hacer en escalas menores, intradepartamentales, o en lugares especiales. Tomemos un 
ejemplo de la realidad. El Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo incluye en su formulación todos los aspectos 
urbanísticos. Eso es lo que debe pasar, necesariamente, en departamentos como Colonia, que por lo menos tienen seis o siete 
ciudades importantes a ordenar. ¿Está uno bien o está otro mal? Creo que no, que se trata de realidades departamentales y cada 
uno deberá tener la flexibilidad suficiente para ver cómo trata su caso. Por ejemplo, Montevideo no va a hacer un plan de 
ordenamiento territorial, y después el plan de ordenación urbanística de la ciudad de Montevideo, el plan de Santiago Vázquez, el 
plan de Abayubá, porque están exentos; no tiene sentido. Concretamente, a eso nos referimos cuando decimos que debe 
plantearse esa importancia en el plan departamental, y después dejar que este plan se desarrolle en cada departamento, de 
acuerdo con las realidades demográficas, sociales, económicas, urbanísticas, etcétera. Sin lugar a dudas, un plan de ordenamiento 
departamental, en un caso como Colonia, Rocha o quizá Maldonado, podrá indicar los límites de las manchas urbanizables de cada 
ciudad y que después cada plan de ordenación urbanística tocará. No lo sé. Es con el ejemplo que pongo que quiero precisar la 
necesidad de no quedar amarrado o atado a elementos que van a ser distintos para cada departamento. 


SEÑOR ACUÑA.- Siguiendo la línea de reflexión del señor Chabalgoity, el concepto que queremos volcar sobre la mesa es que los 
planes directores se deben concebir como parte integrante del proceso de planeación departamental. Esa es la idea. A veces se 
suele actuar al revés, porque se va de los planes directores o de los urbanos hacia los del territorio. Sin duda que debe ser 
mencionado en los planes directores, pero como integrantes del proceso de planeación departamental. 


Además, con el ejemplo que se dio acerca de cómo concebirlo, diré que hay múltiples caminos. El departamento de Montevideo lo 
resolvió de una determinada manera. El ámbito urbano y el rural del departamento lo manejó de una manera integral, y, en esencia, 
constituye un buen ejemplo de lo que es un proceso de planeación departamental. 


Con respecto al territorio, me parece que sí es bueno para este país que en la ley aparezca una referencia expresa relativa a la 
necesidad de un plan de ordenación del área metropolitana de Montevideo. De alguna manera, constituye un plan especial. A su 
vez, como partes integrantes de un proceso de planeación de un departamento, ya existen experiencias en el país que se tratan de 
generar al interior de los departamentos, y se los denomina planes micro regionales. Puede haber planes zonales, en fin, múltiples 
figuras. Es bueno que existan, pero siempre y cuando se entienda que forman parte de un proceso de planeamiento del 
departamento y que se opere con esos instrumentos en la medida en que se vea conveniente de acuerdo a cada realidad. 


El abanico de instrumentos que abre el llamado Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo es múltiple y muy interesante, pero 
a su vez está inscrito en el llamado Plan Estratégico de Montevideo. Entrar en más detalles de lo que es un plan director, como 
ocurre con la propuesta, puede traer problemas conceptuales y metodológicos posteriores. Por ejemplo, hoy ya está empezando a 
estar "démodé" la concepción de los planes estratégicos urbanos, desde el momento en que hay experiencias y se comienza a 
hacer una fuerte crítica en ese sentido. 


Quizás en el día de mañana estas figuras de ordenación se llamen de determinada manera y empiecen a estar de moda. Entonces, 
en el proyecto de ley se habla de un modelo de ordenación específico que quizás no es tan flexible -si se incluye de esa manera- 
para dar cabida a otras figuras de ordenación del territorio en lo que respecta a ordenar mejor un ámbito urbano, microrregional, 
etcétera. Todo esto refiere a figuras inscritas en el proceso de planeación de los departamentos, es decir, de territorios más 
amplios. A su vez, de alguna manera los planes departamentales tienen que estar necesariamente inscriptos en un proceso de 
planeación de todo el territorio nacional. Al mismo tiempo, respecto a este último se pueden generar múltiples figuras; por ejemplo, 
en este país el día de mañana se puede acordar una organización en términos regionales y, quizás, buscar ciertas figuras de 
gestión del territorio regional. En ese caso va a ser necesario operar con la llamada figura de ordenamiento regional. Ello se 
inscribe en lo que es el plan de ordenación del territorio nacional y, también, dentro de los acuerdos que asuman los departamentos 
en sí, como jurisdicciones político-administrativas. Por eso, esa propuesta que por ahora es un borrador, pueda ser entendida como 
muy simplificadora, pero su intención es dar fuerza a lo que está detrás de cómo se conceptualiza la ordenación del territorio y 
cómo se concibe lo que debe ser la materia de ordenación del territorio. 


De esta forma se trata de ver qué es lo sustantivo en cuanto a los instrumentos y cuáles son los más idóneos para que, justamente, 
sean operables por los múltiples agentes y actores que actúan en el territorio. Ese es el gran problema. No podemos entrar en 
muchos detalles porque la maraña de actores sociales -públicos o privados- y agentes que están en el territorio es muy complicada, 
tal como se vio en la matriz. Entonces, me pregunto cuál es el énfasis fundamental que hay que hacer en el proyecto para que, en 
última instancia, sea perfectamente entendible y para que esas figuras de ordenación del territorio puedan ser operables por parte 
de los múltiples actores y agentes que actúan en el territorio; también me refiero a que sean operables a lo largo del tiempo, de 


manera múltiple y diversa, de acuerdo con el avance hasta el llamado estado del arte respecto a la ordenación del territorio. 
Tampoco es posible prever todas las figuras para todos los días; si bien se ha avanzado mucho y se ha innovado bastante con 
respecto a los instrumentos de ordenación del territorio, sobre todo se continuará avanzando en un país que tiene cada vez más 
experiencia con respecto a este tema. 


SEÑOR SIENRA.- Entiendo que para que esta norma sea operativa tiene que actuar como una ley marco que permita crear 
instrumentos suficientemente flexibles como para ser usados en distintas situaciones e, incluso, por distintas formas de pensar. 
Cuando hablo de distintas situaciones, me refiero al hecho de que las demandas de la gente hacen, por ejemplo, que en un 
departamento sea imprescindible tener un plan para una determinada región o para todo el departamento, o solamente para una 
ciudad en forma más urgente; las prioridades dependen de las situaciones de cada departamento, que son todas diferentes. Por 
eso, hay algunos departamentos que han hecho planes para algunas ciudades; otros, como Colonia, los han hecho para regiones o 
microrregiones, y los hay que los hicieron de las ciudades capitales o de las segundas ciudades. 


Pienso que los instrumentos deben tener un poco más de flexibilidad con respecto a lo que yo estaba entendiendo en cuanto a lo 
que decía el arquitecto Acuña, en el sentido de que no podemos manejarnos en una especie de pirámide invertida en la cual estén 
el plan nacional, después el regional y luego el departamental. No; por supuesto, debemos reconocer que tienen que existir -o en 
algún momento sería bueno que así ocurriera- planes nacionales. Muchas legislaciones los prevén, pero casi ningún país los tiene, 
salvo en lo que hace a los aspectos más fundamentales y estructurales del territorio, que creo es el contenido que deben tener. En 
la mayor parte de los países que están a la avanzada en el arte, los planes regionales se refieren a los elementos estructurales, 
que tienen otra escala y que entran en otros detalles que no tienen los planes nacionales, pero no pasan de lo estructural. 


Creo que tenemos que reconocer una flexibilidad muy importante; inclusive, el instrumento tiene que ser lo suficientemente flexible 
para que en aquel departamento en el que no se está desarrollando en forma sistemática un plan de desarrollo departamental o 
una herramienta más o menos similar, también se pueda desarrollar un plan de ordenamiento territorial. En realidad, esto es lo que 
ha estado pasando en el país y prácticamente en todo el mundo. Se trata de herramientas complementarias que tienen que estar 
coordinadas, pero el ordenamiento territorial no puede ser un elemento subordinado a otros planes, sino que debe tener los 
insumos que vengan de otras políticas y planes. Es una herramienta que se tiene que referir al uso del suelo, a los equipamientos y 
a la estructura física del territorio y no tiene que estar subordinada a lo que plantean planes estratégicos de desarrollo u otros 
elementos por el estilo. 


Entonces, creo que si podemos lograr definir ese tipo de instrumentos, vamos a dar un gran paso. Por mi parte, me parece 
prematuro dictar esta ley; me hubiera gustado tener mucha más experiencia en la gestión territorial para saber cuáles son los 
elementos que están faltando. Carecemos de esa experiencia, aunque algunos tenemos un poco y otros algo más. Si logramos 
crear instrumentos suficientemente generales y flexibles, creo que estaríamos haciendo un aporte importante y, en el futuro, cuando 
en algún momento se revea el tema en función de la experiencia concreta y de los resultados que vayamos obteniendo, así como 
de las demandas de la sociedad, podremos avanzar y perfeccionarnos en otros aspectos. Por eso, soy sumamente crítico cuando 
se detallan determinadas cosas, tal como figura en la propuesta del Poder Ejecutivo. Me parece que allí se detallan algunos 
aspectos en forma equivocada. Por ejemplo, se habla de áreas residenciales en el suelo urbano, como si en las áreas residenciales 
no debieran existir comercios, pequeñas industrias, etcétera; quizás se emplea una terminología que ya pasó de moda. 


Me gustaría ver un instrumento flexible, y por eso estoy de acuerdo con estos niveles de planes sobre los que hemos hablado, 
siempre y cuando coincidamos en sus contenidos, tema en torno al cual nos deberíamos sentar a discutir, comparar y perfeccionar, 
para ver qué es posible llevar a cabo hoy en base a los contenidos. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Creo que el reconocimiento de una realidad sistémica, de teoría de sistema, no implica una opción de 
realización jerárquica de planes. No es ese el concepto de un sistema nacional de planificación, pero sí implica la conciencia clara 
de que la acción que estamos generando en algún componente de ese sistema, va a afectar al sistema completo. 


La conciencia de pertenencia a una condición sistémica nacional de gestión de territorio debe estar contenida en los planes. Como 
todo sistema, hay estructuras, organizaciones internas, relaciones entre los componentes, entradas y salidas. Entonces, tener 
conciencia de que desde el punto de vista conceptual vemos el funcionamiento de esa manera, no debe llevar a la conclusión de 
que se está hablando de una estructura jerarquizada de planes. Si se atiende al concepto de ordenación territorial que 
planteábamos, podemos distinguir algunos nortes que deben estar claros en todos los planes de ordenación cuya elaboración o 
ejecución se promueva. Concretamente, podemos distinguir dos nortes que están claramente planteados en el concepto, cuando 
se habla de la finalidad de alcanzar una mejor calidad de vida de la población y un aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales y culturales. Esta definición de lo que se entiende por desarrollo sostenible, en realidad ya es ley en nuestro país a partir 
de la promulgación de la Ley de Protección del Medio Ambiente. Creo que son importantes esos nortes y esa conciencia de 
pertenencia a un sistema; quizás hasta ahora, enfoques más sectoriales, disciplinarios y reduccionistas, muy apegados al 
positivismo científico, nos han llevado a olvidar esta pertenencia sistémica. 


SEÑOR BERRUTTI.- Si existe acuerdo -teniendo en cuenta el desarrollo de funcionamiento de esta Comisión al presente-, 
desearía proponer que a partir del próximo lunes comencemos las reuniones a las 15 y 30 horas. 


(Apoyados) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 50 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


